
NOTA INFORMATIVA

Principales novedades del proceso selectivo A1.1300

Cuerpo Superior de Administración, especialidad Régimen Jurídico

1. Finalidad y enfoque general del nuevo proceso selectivo.
La Ley 5/2023, de 7 de junio, de la Función Pública de Andalucía, creó dentro del Cuerpo Superior de Admi-

nistración la especialidad Régimen Jurídico (A1.1300). Por tanto, aunque de forma abreviada pueda hablarse 
de un «nuevo cuerpo», se trata de una especialidad de nueva creación dentro del citado cuerpo.

La configuración del proceso selectivo responde a la necesidad de incorporar perfiles con una sólida pre-
paración jurídica y, al mismo tiempo, con capacidad para aplicar el ordenamiento en entornos administrati-
vos reales. El modelo combina cinco elementos: un programa de materias específico, una prueba inicial de ra-
zonamiento, la acreditación de competencias digitales, la acreditación de una lengua extranjera y un periodo 
de prácticas de seis meses con formación y evaluación de competencias profesionales.

La idea central es que la selección no se limite a comprobar la memorización de normas. Se pretende va-
lorar también la comprensión, el análisis, la comunicación, la autonomía digital y la aplicación práctica de los 
conocimientos a las funciones propias de la especialidad.

Resumen de las novedades:

Novedad Qué incorpora Finalidad principal

Temario específico 100 temas aprobados y publicados en abril de 
2025 y vinculados a la actividad jurídico-admi-
nistrativa.

Comprobar una base jurídica amplia y  di-
rectamente relacionada con las funciones.

Razonamiento Cuestionario de comprensión verbal, numérica 
y abstracta.

Valorar la capacidad para comprender, re-
lacionar información y resolver problemas 
nuevos.

Competencias digitales Certificación oficial de la Agencia Digital de An-
dalucía: nivel básico A1-A2 de DigComp 3.0.

Garantizar  autonomía  y  seguridad  en  una 
Administración esencialmente electrónica.

Lengua extranjera Acreditación de inglés, francés o alemán en ni-
vel B1 o superior.

Facilitar el acceso funcional a fuentes euro-
peas e internacionales.

Periodo de prácticas Seis meses de trabajo real, formación técnica, 
evaluación de competencias y cursos transver-
sales.

Sustituir  el  supuesto  práctico  aislado  por 
una evaluación profesional más completa y 
continuada.
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2. Programa de materias específico y publicado con amplia 
antelación.

El programa de materias de la especialidad A1.1300, aprobado en abril de 2025 y con el primer examen no 
anterior al 15 de julio de 2026, consta de 100 temas que combinan formación jurídica general con contenidos 
directamente vinculados al puesto.

Adaptación del temario a las funciones:

Incluye materias como Derecho Constitucional, Administrativo, de la UE, Civil, Laboral, Mercantil, Procesal 
y Financiero, además de empleo público e igualdad.

El temario está orientado a las funciones del puesto: interpretación normativa, elaboración de informes, 
participación en la elaboración de normas, resolución de recursos, tramitación de procedimientos adminis-
trativos y asesoramiento jurídico.

No se limita a conocimientos teóricos, sino que proporciona herramientas para aplicar el Derecho, moti-
var decisiones y garantizar la legalidad de la actuación administrativa.

3. Evaluación de las competencias de razonamiento.
La primera parte del primer ejercicio incorpora un cuestionario destinado a valorar competencias de com-

prensión verbal, numérica y abstracta. Está compuesto por 28 preguntas tipo test (26 evaluables y 2 de reser-
va), con cuatro respuestas alternativas. Las bases prevén que algunas puedan ser preguntas inversas y de 
control. Cada acierto se valora con 1,20 puntos y cada error se penaliza con un tercio del valor de una res-
puesta correcta. Para obtener la calificación de «apto» se requieren 12,48 puntos.

Esta parte tiene carácter eliminatorio, pero no aporta puntuación directa a la calificación final del primer 
ejercicio: funciona como un umbral de aptitud. Su objetivo es comprobar capacidades generales necesarias 
para afrontar tareas de análisis y resolución de problemas, con independencia de los conocimientos jurídicos 
memorizados.

Qué mide cada componente:

 Comprensión verbal: capacidad para entender con precisión textos, distinguir ideas principales y secun-
darias, identificar relaciones lógicas y manejar el significado de conceptos y expresiones.

 Razonamiento numérico: capacidad para interpretar magnitudes, proporciones, porcentajes, secuencias 
y datos cuantitativos, evitando errores en operaciones o inferencias básicas.

 Razonamiento abstracto: capacidad para identificar patrones, deducir reglas no expresadas, comparar 
estructuras y aplicar una lógica descubierta a situaciones nuevas.



Por qué resulta relevante para la especialidad:

En el trabajo jurídico no basta con recordar una norma. Es necesario comprender expedientes extensos, 
separar hechos relevantes de información accesoria, relacionar reglas de distinta procedencia, detectar inco-
herencias y construir una respuesta motivada. La elaboración de un informe, la revisión de una disposición o 
la propuesta de resolución de un recurso exigen precisamente esas capacidades.

El razonamiento abstracto resulta especialmente útil cuando el problema no reproduce de forma literal 
un supuesto previsto en una norma. Permite reconocer la estructura jurídica del caso, identificar analogías y 
diferencias, valorar alternativas y anticipar las consecuencias de cada solución. El razonamiento verbal sos-
tiene la interpretación y la redacción jurídica, mientras que el razonamiento numérico puede ser necesario 
para analizar plazos, cuantías, porcentajes, indemnizaciones, presupuestos o datos incorporados a los expe-
dientes.

4. Acreditación de competencias digitales básicas.
Antes del nombramiento como funcionario en prácticas, los aspirantes deben acreditar un nivel básico de 

competencia digital (A1-A2 del marco DigComp 3.0) mediante certificación oficial de la Agencia Digital de An-
dalucía, tras superar una prueba.

Esta certificación abarca 21 competencias organizadas en cinco áreas: información y datos, comunica-
ción, creación de contenidos, seguridad y resolución de problemas.

La Agencia ofrecerá varias convocatorias dirigidas a quienes hayan sido llamados al segundo ejercicio.

Justificación vinculada a las funciones:

La actividad jurídico-administrativa se desarrolla habitualmente en entornos electrónicos, requiriendo el 
uso de herramientas digitales para tramitar expedientes, consultar normativa, elaborar documentos y gestio-
nar comunicaciones e información.

La exigencia de competencia digital no busca especialistas informáticos, sino garantizar que el personal 
pueda trabajar de forma autónoma, segura y eficaz en tareas jurídicas y administrativas.

Información sobre el programa Certifica:

Certifica es el servicio oficial de la Junta de Andalucía para acreditar competencias digitales conforme al 
marco DigComp.

Las convocatorias específicas para el proceso A1.1300 serán anunciadas por la Agencia Digital de Andalu-
cía. Además, en la plataforma Certifica se puede consultar información, acceder a recursos formativos y sus-
cribirse para recibir avisos sobre cursos y nuevas convocatorias.

Consulta: https://andaluciavuela.es/servicios/certifica/

https://andaluciavuela.es/servicios/certifica/


5. Acreditación de competencias en una lengua extranjera.
Las personas aspirantes deben acreditar un nivel B1 o superior de inglés, francés o alemán, mediante los 

certificados admitidos en la convocatoria.

La acreditación es documental (no examen) y debe presentarse electrónicamente en un plazo de cinco 
días hábiles, antes de la propuesta de nombramiento como funcionarios en prácticas.  El certificado puede 
obtenerse y presentarse hasta el último día del plazo habilitado.

Aunque el mínimo exigido es B1, se pueden aportar niveles superiores si están reconocidos.

Justificación vinculada a las funciones:

La actividad jurídica de la Junta de Andalucía se desarrolla en un contexto influido por el Derecho de la 
Unión Europea, que afecta a normas, contratación, ayudas y políticas públicas. Por ello, la especialidad exige 
analizar normativa europea, detectar contradicciones y manejar bases de datos jurídicas.

Aunque los actos jurídicos de la UE se publican en 24 idiomas, los documentos de trabajo suelen estar en 
inglés (principalmente), francés y alemán.

Tener un nivel B1 en alguna de estas lenguas facilita comprender documentación europea y participar en 
actividades profesionales, aunque no implica dominio jurídico especializado, sino una base suficiente para 
trabajar y seguir mejorando.

6. Evaluación de las competencias profesionales durante la 
fase de prácticas.

La oposición no incluye un caso práctico tradicional, ya que la evaluación de la capacidad práctica se tras-
lada a un periodo en prácticas remuneradas obligatorio, eliminatorio y de seis meses.

La puntuación total se distribuye en: 75 % para los ejercicios de oposición y un 25 % para el periodo en  
prácticas (hasta 60 puntos).

Para superarlo, es necesario obtener al menos 30 puntos y la calificación de «apto».

6.1. Trabajo en un entorno profesional:

Durante seis meses, los funcionarios en prácticas desempeñarán las funciones propias del cuerpo y espe-
cialidad en el puesto adjudicado reales bajo supervisión, aplicando conocimientos y demostrando competen-
cias básicas definidas por el sistema de competencias del IAAP.



La evaluación se basa en un portafolio de evidencias, autoevaluación e informe motivado del responsable, 
debiendo alcanzar al menos el nivel básico en cada competencia para obtener el «apto».

Se valoran competencias básicas que comprenden el compromiso con el servicio público, mejora conti-
nua, aprendizaje, orientación a la ciudadanía, colaboración y adaptabilidad, comprobando no solo la capaci-
dad técnica, sino también la calidad, responsabilidad e integridad en el desempeño.

6.2. Formación y evaluación de las competencias técnicas:

De forma simultánea al trabajo, durante el periodo en prácticas se imparte una formación obligatoria del 
IAAP para reforzar conocimientos y competencias relacionadas con el puesto.

Al finalizar, se realiza una prueba sobre los contenidos impartidos, en la que es necesario obtener al me-
nos 30 puntos, sumándose la puntuación al resultado de la oposición.

6.3. Formación transversal:

Durante el periodo de prácticas también deberán realizarse actividades formativas en materias comunes 
a todo el empleo público: prevención de riesgos laborales, seguridad digital, protección de datos e igualdad. 
Estas materias refuerzan un desempeño seguro, responsable y conforme con los principios que rigen la actua-
ción de la Administración.

Por qué este modelo sustituye al ejercicio práctico:

El periodo de seis meses en prácticas permite evaluar de forma continua el desempeño real en tareas jurí-
dicas, como el análisis de expedientes, la aplicación de normativa, la redacción de documentos y el cumpli-
miento de plazos.

Así, la evaluación práctica no desaparece, sino que se amplía e integra en el trabajo real, ofreciendo una 
valoración más completa de conocimientos, competencias y comportamiento profesional.
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